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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Consejero Ponente: WILLIAM GIRALDO GIRALDO

Bogotá, D. C.,  veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012)
Referencia: 250002327000200700052 01 

Radicado:   18260
Actor:          DIMENSIONAL DE DISTRIBUCIONES LTDA
Demandado: U.A.E DIAN

F A L L O

Se deciden los recursos de apelación interpuestos por las partes demandante y demandada contra la sentencia del 11 de marzo de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “B”, que declaró la nulidad parcial de los actos acusados. La sentencia dispuso:

“PRIMERO: DECLÁRASE la nulidad parcial de la Liquidación Oficial de Revisión  No. 300642005000090 del 24 octubre de 2005 y de la Resolución No. 300662006000027 del 31 de octubre de  2006, proferidas por el Jefe de la División de Liquidación y Jurídica Tributaria de la Administración Especial de Impuestos y Aduanas (SIC).

SEGUNDO: En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, DECLÁRASE que la liquidación del Impuesto sobre la Renta y Complementarios de la sociedad DIMENSIONAL DE DISTRIBUCIONES LTDA. para el año gravable 2002, corresponde a la inserta en la parte motiva de esta providencia.

 (…)” 
I) ANTECEDENTES
El 1º de abril de 2003 la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda. presentó la declaración del impuesto de renta correspondiente al año gravable 2002,  corregida con la declaración presentada el 16 de marzo de 2004, en la que se registró un saldo a pagar de $28.242.000.
Mediante Requerimiento Especial No. 900001 del 8 de febrero de 2005 la Administración le propuso al contribuyente la modificación de la liquidación privada del año gravable 2002, para que reintegrara el descuento tributario solicitado en las declaraciones de renta correspondiente a los años 1997 y 1998 por el beneficio tributario consagrado en la Ley Páez.

El 24 de octubre de 2005 la Administración expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642005000090, por medio de la cual modificó la declaración privada del impuesto de renta del año gravable 2002, en el sentido de determinar como mayor valor del saldo a pagar los descuentos tributarios solicitados por el contribuyente en sus declaraciones de renta de los años gravables 1997 y 1998 por el valor de $142.840.000 e imponer sanción por inexactitud en la suma de $230.600.000.
Contra el anterior acto administrativo, la sociedad interpuso recurso de reconsideración, que fue resuelto por la Resolución No. 300662006000027 del 31 de  octubre de 2006, que confirmó la decisión recurrida.

II) DEMANDA
En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda., solicitó: 

“Presento ante el Honorable Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, demanda de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Liquidación Oficial de Revisión Renta Sociedades No. 30064200500090 del 24 de octubre de 2005 y la Resolución No.300662006000027 del 31 de octubre de 2006, dictada por el Jefe de la División Jurídica Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de Personas Jurídicas de Bogotá.

(…)

En consecuencia se demanda de ese H. Tribunal se determine el valor total del saldo a pagar”

Respecto de las normas violadas y el concepto de la violación, dijo:

Violación de los artículos 565 del Estatuto Tributario, y 45 del Código Contencioso Administrativo 
La notificación de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración se realizó en forma irregular, toda vez que el edicto se desfijó antes que venciera el término establecido para ello en los artículos 565 del Estatuto Tributario y 45 del Código Contencioso Administrativo.

En efecto, la citación para la práctica de la notificación personal fue introducida por correo el 4 de noviembre de 2006, el cual es un día no hábil para laborar en las oficinas de la DIAN. Que, por lo anterior, el contribuyente tenía para notificarse personalmente desde el 7 hasta el 21 de noviembre de dicho año; no obstante la Administración fijó el edicto desde el 17 de noviembre hasta el 29 de noviembre de 2006, vulnerando los términos legales establecidos en la ley para resolver los recursos.

La Administración con fundamento en el Concepto No. 074147 de 2002 ordenó la desfijación del edicto, para realizar la notificación personal el 29 de noviembre de 2006 cuando los términos exigidos en la ley ya habían precluído.

Violación de los artículos 742, 744, 746 y 769 del Estatuto Tributario, en armonía con el artículo 251 del Código de Procedimiento Civil

La Administración desconoció el valor probatorio de los documentos que aportó el contribuyente como prueba de las inversiones exigidas en el artículo 40 de Ley 383 de 1997 para obtener el beneficio tributario, los cuales están conformados por la Escritura Pública No. 2695 de 1997, con la cual se constituye la sociedad Industrias Nhitan Ltda., la Escritura Pública 2866 de 1998, en la que consta la inversión que recibió la mencionada empresa por parte de Dimensional de Distribuciones Ltda., la respuesta presentada al acta de visita en la que se informa que la inversión también se destinó a la adquisición de algunos inventarios, y la certificación del contador público en la que consta el origen y el valor de la inversión.

Los mencionados escritos gozan de presunción de veracidad en razón de que no fueron tachados de falsos en su contenido.
Violación del artículo 40 de la Ley 383 de 1997

La sociedad cumplió con lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley 383 de 1997, como se demuestra en la Escritura Pública No. 2864 de 1998 en la que consta que Industrias Nhitan Ltda. recibió de su socio Dimensional de Distribuciones Ltda., a título de inversión, la suma de $270.000.000, la cual fue materializada en el plazo otorgado en la Resolución No.001 de 2000 por la Administración de Impuestos de Popayán. 
La totalidad de la inversión efectuada por la sociedad fue destinada por Industrias Nhitan Ltda. a la compra de un lote de terreno, como se prueba con la Escritura Pública 2866 de 1998, y en el año 2001, a la adquisición de maquinarias. Además, se realizaron pagos a profesionales, a la empresa Cafesalud y a la Tesorería Municipal de Santander de Quilichao.

No obstante que Industrias Nhitan Ltda. realizó todos los trámites necesarios establecidos en la Ley 218 de 1995 para acceder al beneficio tributario, ante la negativa de la Corporación Regional del Cauca para otorgarle la licencia ambiental, le fue imposible continuar las construcciones en el predio.

Las anteriores pruebas demuestran que Dimensional de Distribuciones Ltda. conservó la inversión de capital que realizó en el patrimonio de Industrias Nhitan Ltda. por más de 5 años.

Violación del artículo 647 del Estatuto Tributario

La sociedad no incurrió en los supuestos de que trata el artículo 647 del Estatuto Tributario, y, por el contrario, los descuentos tributarios solicitados en las declaraciones de renta de los años 1997 y 1998 cumplieron con los requisitos establecidos en la ley.

Las declaraciones tributarias de los años 1997 y 1998, en las que se solicitaron los descuentos amparados en la Ley Páez, se encuentran en firme por haber vencido el término de revisión previsto en el artículo 41 de la Ley 383 de 1997.

En todo caso, el reintegro de los beneficios tributarios no está contemplado como elemento constitutivo de inexactitud en la enumeración taxativa que dispone el artículo 647 del Estatuto Tributario.

III) CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La parte demandada se opuso a las pretensiones de la actora, con los siguientes argumentos:

La sociedad demandante no tiene derecho al beneficio tributario consagrado en la Ley 218 de 1995, que fue llevado como descuento en las declaraciones de renta, toda vez que al no existir  prueba de la realización de las actividades productivas y del incremento sustancial de empleo en la zona afectada, no se encuentra demostrada la materialización de la inversión. 

Las escrituras públicas solo prueban la constitución de la empresa Industrias Nhitan Ltda. y la compra del inmueble, pero no la realidad de la inversión, requisito indispensable para acceder al beneficio del descuento tributario, el cual exige que la inversión produzca un enriquecimiento a una sociedad establecida en la zona afectada, por el término mínimo de 5 años.

La demandante acepta el incumplimiento de los anteriores requisitos cuando sostiene que la empresa receptora de la inversión no realizó actividades productivas en la zona afectada porque no se le concedió licencia ambiental. Además se encuentra demostrado que esta autorización fue negada por cuanto la sociedad interesada no atendió los requerimientos hechos por la Corporación Autónoma Regional del Cauca.

La Administración valoró cada uno de los documentos allegados, pero al verificar que no probaban la realidad de la inversión, le solicitó al contribuyente que allegara las pruebas idóneas que demostraran la materialización y permanencia de la misma, y la compra de mercancías. 

Si bien la sociedad allegó el recibo de caja No. 003, este documento no está respaldado con los comprobantes internos y externos, como tampoco cumple con los requisitos establecidos en los artículos 23 del Decreto 2649 de 1993 y 744 del Estatuto Tributario. Además, la fecha del comprobante es anterior a la de constitución de la sociedad que lo emite, y no se verifica la persona que recibió el dinero.

Las declaraciones de importación de mercancías allegadas por el contribuyente, demuestran que éstas fueron nacionalizadas en las ciudades de Bogotá D.C. y Buenaventura, pero no demuestran la inversión, la fecha y forma de pago.

En general, no se encuentra acreditado que la compra del bien se hubiere realizado con los aportes entregados por Dimensional de Distribuciones Ltda. 

Para obtener el beneficio tributario, la responsabilidad de la sociedad inversionista no se limita a realizar la inversión, sino que debe velar porque los dineros entregados a la receptora sean empleados para adquirir los bienes señalados en la Ley 218 de 1995, en el término legal.

La Administración notificó en debida forma la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, puesto que citó al contribuyente para la práctica de la notificación personal, y debido a que éste no compareció, procedió a notificarlo por edicto, término en el cual se hizo presente el representante legal de la sociedad, y por ello se levantó acta de notificación personal, cumpliéndose con el cometido de poner en conocimiento de la empresa la decisión administrativa.

La sanción por inexactitud es procedente, toda vez que la actuación del contribuyente se encuadra en los supuestos establecidos en el artículo 647 del Estatuto Tributario, como es que en las declaraciones tributarias efectuó un descuento al que no tenía derecho.

IV) LA SENTENCIA APELADA
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “B”, mediante providencia del 11 de marzo de 2010, declaró la nulidad parcial de los actos demandados, con fundamento en las siguientes consideraciones:

Cualquier irregularidad que se hubiere presentado en la notificación de la resolución que resuelve el recurso de reconsideración, se subsanó cuando el contribuyente compareció a notificarse del acto administrativo en el término establecido en la ley.

Para la vigencia gravable de 1997 no se encontraba vigente la Ley 383 de 1997, con la cual se estableció que el incumplimiento de las obligaciones de la sociedad receptora de la inversión generaba para el inversionista la pérdida del beneficio tributario. Por tanto, esta disposición no puede aplicarse a la sociedad para los descuentos solicitados en el año 1997.

Teniendo en cuenta que el predio adquirido con la inversión no pudo construirse y que las maquinarias adquiridas no se utilizaron dado que la empresa Industrias Nhitan Ltda. nunca entró en funcionamiento, es claro que no se materializó la inversión, y por ende, para el año de 1998 los descuentos solicitados no son procedentes.

En el presente caso, se configura una diferencia de criterios entre la Administración y el contribuyente en cuanto a lo que se entiende por la materialización de la inversión. Por tanto, se debe levantar la sanción por inexactitud.

V) LOS RECURSOS DE APELACIóN

Las partes demandante y demandada impugnaron la sentencia de primera instancia, con fundamento en lo siguiente: 

Parte demandante
La resolución que resolvió el recurso de reconsideración se notificó de manera irregular, toda vez que la sociedad solo tuvo 7 días para notificarse personalmente, y 9 para notificarse por edicto, y no 10 días en cada caso, como lo establece el artículo 565 del Estatuto Tributario. La Administración, con fundamento en el Concepto No. 074147 de 2002, ordenó la desfijación del edicto para realizar la notificación personal, no obstante que los términos exigidos en la ley ya habían precluído.

El artículo 41 de la Ley 383 de 1997 establece que cuando la sociedad receptora de la inversión no hubiere destinado la totalidad de la inversión en la forma y plazos establecidos en el artículo 40 ibídem, como es el caso de Industrias Nhitan Ltda., la Administración tiene el término de 3 años para revisar las declaraciones tributarias.

No obran en el expediente las liquidaciones oficiales de revisión de las declaraciones de renta de las vigencias gravables 1997 y 1998. Por tanto, estas liquidaciones privadas se encuentran en firme.

La sociedad conservó la inversión por más de 5 años, hecho que se encuentra probado con las Escrituras Públicas Nos. 2695 de 1997  y 197 de 2004, y en el acta de liquidación de la sociedad, en la cual se indica la inversión de capital de cada socio.

Parte demandada
Antes de la expedición de la Ley 383 de 1997, la Ley 218 de 1995 y el artículo 6º del Decreto 1264 de 1994 establecían como requisito para obtener el beneficio tributario, que el contribuyente inscribiera sus libros contables y demostrara que cumplía con la condición de generar el 80% de la producción en la zona afectada.

A su vez, estas normas otorgaron a la Administración la facultad para desconocer el beneficio tributario cuando verificara que las sociedades creadas eran ficticias o simulaban la realización de operaciones. Por tanto, en ejercicio de dicha potestad podía establecer la realidad de los hechos consignados en las declaraciones tributarias, y la materialización de la inversión.

La inversión no se mantuvo por el término de 5 años, toda vez que la empresa Industrias Nhitan Ltda. nunca entró en operación, y agregó que el contribuyente tampoco aportó certificación del revisor fiscal o del contador público en la que constara que se había realizado una inversión en una nueva empresa, la fecha del período productivo, el monto de la inversión efectuada y la renta exenta determinada.

El beneficio tributario debía estar sujeto al cumplimiento del fin para el que fue establecido. De esta manera, si las normas buscaban la inversión en la zona afectada por el sismo, con el fin de generar empleo y obtener la  recuperación económica, es claro que la sociedad contribuyente no cumplió con este cometido.

En el presente caso no se configura una diferencia de criterios, sino la utilización de formas jurídicas para acceder a beneficios tributarios a los que el contribuyente no tenía derecho. Por tanto, es procedente la imposición de la sanción por inexactitud.

VI) ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La demandante en esta etapa procesal reiteró los argumentos expuestos en la demanda, y en el recurso de apelación interpuesto.

La demandada en esta etapa procesal reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda y en el recurso de apelación interpuesto.

El Ministerio Público no rindió concepto.

VII) CONSIDERACIONES DE LA SALA

Se deciden los recursos de apelación interpuestos por las partes demandante y demandada contra la sentencia del 11 de marzo de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “B”, que declaró la nulidad parcial de la Liquidación Oficial Renta Sociedades No. 300642005000090 del 24 de octubre de 2005, y de la Resolución No. 300662006000027 del 31 de octubre de 2006, por medio de las cuales se determinó el impuesto sobre la renta a cargo de Dimensional de Distribuciones Ltda. por el año gravable 2002.

En primer lugar la Sala analizará si la resolución que resolvió el recurso de reconsideración fue notificada en debida forma. En el caso que se demuestre la legalidad de dicha notificación, se estudiará si es procedente (i) el reintegro del descuento tributario solicitado por el contribuyente en los años 1997 y 1998, y (ii) la imposición de la sanción por inexactitud.

1. Notificación de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración

La notificación de las decisiones oficiales es un elemento esencial del derecho fundamental al debido proceso, pues así se dan a conocer éstas a los administrados, para que puedan ejercer su derecho de defensa; a su vez, mientras los actos no se notifiquen, no producen efecto ni son oponibles a los destinatarios.
Respecto de la obligación de notificar los actos administrativos, y la forma de hacerlo, los artículos 565 y 732 del Estatuto Tributario, normativa especial, establecen:

“ARTÍCULO 565. Forma de notificación de las actuaciones de la administración de impuestos. Los requerimientos, autos que ordenen inspecciones tributarias, emplazamientos, citaciones, traslados de cargos, resoluciones en que se impongan sanciones, liquidaciones oficiales y demás actuaciones administrativas, deben notificarse por correo o personalmente. 

  

Las providencias que decidan recursos se notificarán personalmente, o por edicto si el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no compareciere dentro del término de los diez (10) días siguientes, contados a partir de la fecha de introducción al correo del aviso de citación. 

  
ARTICULO 732. TERMINO PARA RESOLVER LOS RECURSOS. La Administración de Impuestos tendrá un (1) año para resolver los recursos de reconsideración o reposición, contado a partir de su interposición en debida forma. 
De conformidad con lo anterior, el recurso de reconsideración debe resolverse por la Administración dentro del año siguiente a su interposición. La resolución que resuelve este recurso debe notificarse personalmente, o en subsidio por edicto.
La notificación personal se practica por el funcionario de la Administración en la oficina de impuestos respectiva, dentro de los 10 días siguientes a la introducción al correo del aviso de citación
. En desarrollo de esta diligencia  deberá suministrar un ejemplar del acto administrativo al interesado y levantar un acta en la que conste la respectiva entrega.

La notificación por edicto procede cuando a pesar de habérsele enviado al contribuyente la citación a la dirección de ley, para lograr su comparencia, éste no se hace presente para llevar a cabo la notificación personal de los actos que deciden los recursos. Toda vez que no existe una regulación en el Estatuto Tributario sobre el término de fijación del edicto, se debe dar aplicación a las normas generales que regulan el procedimiento administrativo, en aplicación del inciso 2º del artículo 1º del Código Contencioso Administrativo. 

En tales condiciones, para regular el vacío normativo existente en la legislación tributaria, en cuanto al término de fijación del edicto, resulta pertinente la aplicación del artículo 45 del Código Contencioso Administrativo que señala que debe hacerse por el término de 10 días  

Al respecto se observa que el 23 de diciembre de 2005 el representante legal de la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda., presentó recurso de reconsideración contra la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642005000090 del 24 de octubre de 2005
. Por tanto, el término para resolverlo vencía el 23 de diciembre de 2006.
Consta en el expediente administrativo que el 4 de noviembre de 2006 se introdujo por correo el aviso citatorio para la práctica de la notificación personal de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración
, día éste que no era hábil por ser sábado.
A ese respecto, el artículo 62 de la Ley 4ª de 1913 “Código del Régimen Político y Municipal” establece que en los plazos de días que señalen las leyes se entienden suprimidos los feriados y vacantes, a menos que se exprese lo contrario. 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el 4 de noviembre de 2006 correspondió a un día no hábil, el término de 10 días para la práctica de la notificación personal comenzaba a correr desde el día hábil siguiente, esto es, el 7 de noviembre (martes), y se cumplió el 21 de noviembre de 2006. Por tanto, el edicto debió fijarse el 22 de noviembre, y no el 17 de noviembre del año en mención como lo efectuó la Administración
.

De esta manera, el edicto debió permanecer en un lugar visible durante los 10 días que prevé el artículo 45 del Código Contencioso Administrativo, y desfijarse el  5 de diciembre del 2006 y no el 29 de noviembre de 2006
.
De conformidad con lo expuesto, es evidente que la notificación por edicto de la resolución que resolvió el recurso de reconsideración no se surtió en la forma establecida por el artículo 45 del Código Contencioso Administrativo. No obstante lo anterior, advierte la Sala que el día 29 de noviembre de 2006 el contribuyente compareció ante las oficinas de la DIAN y se le hizo entrega del acto administrativo demandado
.

Así las cosas, teniendo en cuenta que el contribuyente tuvo conocimiento del acto administrativo el 29 de noviembre de 2006 y que el término para resolver el recurso de reconsideración venció el 23 de diciembre de 2006, es claro que este acto se resolvió dentro del término legal y que no se violó el derecho al debido proceso respecto de la parte demandante.

En consecuencia, no procede el cargo.
2. Reintegro del beneficio tributario 

La demandante sostiene que en los años 1997 y 1998 realizó inversiones en la sociedad Industrias Nhitan Ltda., las cuales fueron utilizadas en la compra de un lote de terreno en el Municipio de Santander de Quilichao, y en la adquisición de inventarios, respectivamente
. Que por lo anterior, cumplió con los requisitos consagrados en la Ley Páez para llevar el valor de las inversiones como descuento tributario.

Para la Administración, el contribuyente no demostró la existencia y materialización de la inversión llevada como descuento tributario en los años 1997 ($78.840.000) y 1998 ($64.000.000), bajo el amparo de la Ley Páez. Por tal razón, estos valores deben ser reintegrados como un mayor valor del saldo a pagar en la declaración de renta correspondiente al año en que se hizo el descuento.

Sobre el requisito de materialización de la inversión, esta Sala se ha pronunciado
 en el sentido de que antes de la vigencia de la Ley 383 de 1997, las normas que regulaban los beneficios tributarios de la Ley Páez (Decreto 1264 de 1994, Ley 218 de 1995 y el Decreto 2422 de 1996), no previeron disposición alguna que sancionara al inversionista con la pérdida de estos beneficios consagrados a su favor, por el incumplimiento de las obligaciones inherentes a la sociedad receptora. Tampoco estaba previsto término alguno para la materialización de la inversión. 

En cuanto a la aplicación de la Ley 383 de 1997
, se indicó que en virtud del principio de irretroactividad tributaria
 y en atención a que la norma regula aspectos concernientes al impuesto sobre la renta, ésta solo rige para las inversiones efectuadas a partir del año gravable siguiente a su vigencia, esto es, el año 1998.

De conformidad con lo expuesto, las normas aplicables para determinar la procedencia del beneficio tributario, son las que se encontraban vigentes en la fecha en que el contribuyente realizó la inversión, y que para el año 1997 corresponden a la Ley 218 de 1995 y el Decreto 2422 de 1996. 

El artículo 5º de la Ley 218 de 1995, señala:

“ARTÍCULO 5o. Cuando se efectúen nuevas inversiones por empresas domiciliadas en el país, el monto del desembolso será deducible de la renta del ente inversionista. 

  

PARÁGRAFO.  Las utilidades líquidas o ganancias ocasionales obtenidas durante un período y las inversiones que una empresa nacional o extranjera realice en los municipios señalados en el artículo 1o. de esta Ley durante los cinco (5) años siguientes a 1994, constituye renta exenta por igual monto al invertido, para el período gravable siguiente. 

  

En caso de que las nuevas empresas establecidas generen pérdidas, la exención se podrá solicitar en los períodos gravables siguientes hasta completar el ciento por ciento (100%) del monto invertido. 

  

El inversionista podrá optar por aplicar el valor invertido como un menor valor del impuesto por pagar o como renta exenta. En ningún caso podrá aplicarlo simultáneamente a ambos rubros.   

El artículo 9º del Decreto 2422 de 1996, dispone:

ARTÍCULO 9o. Se entiende como nueva inversión la colocación de capital, representado en planta y equipo o en inventarios de materias primas para elaboración, realizada durante los cinco (5) años siguientes a 1994, en nuevos proyectos productivos o en ampliaciones significativas que aumenten la capacidad productiva en por lo menos un treinta por ciento (30%) de la existente a 22 de noviembre de 1995, en alguno de los municipios de la zona afectada, cuyo proyecto de ampliación deberá ser aprobado previamente por la Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales respectiva.

Las inversiones en efectivo, títulos valores u otros activos monetarios, sólo se tendrán en cuenta para el otorgamiento de los beneficios previstos en la Ley 218 de 1995, a partir de la fecha en que se conviertan en activos productivos. En ningún caso se aceptará como nueva inversión, la que corresponda al simple traslado o reubicación de empresas o activos.

PARÁGRAFO 1o. Las nuevas inversiones que se realicen en activos fijos productores de renta, en las empresas ubicadas en los municipios de la zona afectada, podrán tratarse como renta exenta o como menor valor del impuesto por pagar, en el periodo gravable siguiente a aquel en el cual se realiza la inversión, cuando se generen utilidades en las nuevas empresas instaladas o en las empresas preexistentes en las que se produzcan ampliaciones significativas. Si las nuevas empresas establecidas generan pérdidas, la exención se podrá solicitar en los períodos gravables siguientes hasta completar el cien por ciento (100%) del monto invertido.

Las nuevas inversiones podrán tratarse como deducción, en el periodo en el cual se realice el desembolso.

PARÁGRAFO 2o. De acuerdo con el artículo 5o de la Ley 218 de 1995, el contribuyente tiene derecho a escoger el mecanismo para gozar de los beneficios tributarios derivados de las inversiones, siempre que estas se realicen en los municipios señalados en el artículo 1o de dicha ley. Para estos fines, los beneficios tributarios consagrados en el artículo que se reglamenta son excluyentes entre si, y tienen un efecto equivalente.

PARÁGRAFO 3o. Las inversiones que se realicen deben conservarse por un término de cinco (5) años. El contribuyente que no conserve su inversión por el término previsto en este parágrafo, deberá reintegrar en el año del incumplimiento los beneficios obtenidos en desarrollo de la Ley 218 de 1995, sin perjuicio de las sanciones consagradas en el "Estatuto Tributario".

PARÁGRAFO 49. Para efectos fiscales no habrá lugar a la deducción por depreciaciones o amortizaciones, respecto de inversiones en activos fijos que hubieren sido solicitadas como deducibles, como renta exenta o como menor valor del impuesto a pagar”.

De lo previsto en las citadas normas, puede concluirse que para la viabilidad del beneficio del descuento tributario solicitado por el inversionista en el año de 1997, se requieren tres presupuestos a saber: (i) que la inversión sea real, es decir, que se utilice en la instalación de una nueva empresa ubicada en la zona afectada, o en la ampliación, o adquisición de planta equipo o inventario de materias primas, significativos, para las empresas preexistentes; (ii) que se conserve la inversión por un término mínimo de cinco (5) años, esto es, que el inversionista no retire la inversión antes de cumplirse dicho término, so pena de ser obligado a reintegrar el valor del beneficio tributario obtenido en el año en que ocurra el incumplimiento, y iii) si la nueva inversión se hizo en efectivo, en títulos valores o en otros activos monetarios, el beneficio depende de que se conviertan en activos productivos.

Por lo anterior, y, dado que la demandante debía acatar los presupuestos establecidos en la ley conforme a las disposiciones citadas, la Sala procederá a verificarlos en el expediente.

Con la Resolución No. 16 del 15 de abril de 1998, la Administración de Impuestos de Popayán reconoció como nueva a la empresa Industrias Nhitan Ltda., para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 218 de 1995
, siempre y cuando desarrolle el objeto social y la actividad económica informada
.

La empresa Industrias Nhitan Ltda., fue constituida mediante Escritura Pública No. 2695 del 23 de diciembre de 1997
 con un capital de $150.000.000, dividido en 150.000 cuotas con valor nominal de $1.000:

Socio capitalista                                     No. de cuotas                 Valor

Miguel Ángel Poveda Mesa                         20.000                     20.000.000

Lauroro Selly Sánchez Durán                      20.000                     20.000.000

Dimensional de Distribuciones Ltda.      110.000                   110.000.000

Totales                                                         150.000                 $150.000.000

En este documento no se dejó constancia de que el capital se encontrara sucrito y pagado por los accionistas. Por tanto, no existe certeza de que en el año de 1997 éste fue efectivamente pagado por los socios, entre ellos la sociedad demandante.

Según certificación del Contador Público de la empresa Industrias Nhitan Ltda. del 12 de agosto de 2003, la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda. efectuó en el año de 1997 un inversión por la suma de $110.000.000
. Sin embargo se observa que este certificado fue constituido después de iniciado el proceso de determinación del impuesto, y no contiene ningún detalle sobre la forma en que se hizo la inversión. Tampoco se acompañaron como respaldo a esta certificación documentos que acreditaron que la inversión se hizo, en efectivo, en títulos valores o en otro activo monetario.

Si bien en la Escritura Pública No. 2866 del 31 de diciembre de 1998 se protocolizó el contrato de compraventa por el cual las sociedades Desarrollos Técnicos de Colombia Ltda., Compañía Páez del Cauca S.A., y Páez S.A. le vendieron a la sociedad Industrias Nhitan Ltda. un predio ubicado en el Municipio de Santander de Quilichao por la suma de $119.000.000
, no existe ningún elemento probatorio que ligue este negocio jurídico a la inversión que se dice realizara la demandante, y además un predio que adquiera una nueva empresa, per se no es un activo productivo.

Aunado a lo anterior, se advierte que en la respuesta al Requerimiento Ordinario No. 300632003000708 del 29 de julio de 2003
 el contribuyente indicó que las inversiones del año de 1997 se utilizaron por parte de la sociedad Nhitan Ltda. para la compra del inmueble y el pago de arrendamientos, gastos legales, seguros, servicios, impuestos y diversos
. Así mismo, con la respuesta al Requerimiento Especial No. 900001 del 8 de febrero de 2005
, anexó diversas facturas, todas a cargo de Industrias Nhitan Ltda., por concepto de venta de tiquetes, estudio de suelos bodega El Paraíso, proyecto arquitectónico, anticipo de diseño de las instalaciones eléctricas interiores, proyecto de media tensión, anticipo cálculo estructural, impuesto ordenamiento, diseño instalaciones hidrosanitarias, y seguridad social
, lo que no permite acreditar que la nueva inversión si se realizó y dio lugar a la creación de activos productivos.

En el expediente se practicó un dictamen pericial
, en el cual se anexaron diversos documentos, que según el perito demuestran que la sociedad realizó inversiones en la empresa Industrias Nhitan Ltda. Estos documentos corresponden al recibo de caja No. 003 ($110.000.000), recibo de consignación (41.000.000), cheques del Banco Industrial Colombiano que suman $41.000.000, la Escritura Pública No.2866 de 1998, y el Libro oficial de contabilidad de la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda. 

En el recibo de caja No. 003 del 10 de diciembre de 1997, no se advierte que persona o sociedad recibe de la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda., por concepto de aporte social, la suma de $110.000.000 pesos
. 

Es importante señalar que si bien el perito relaciona un recibo de consignación por la suma de $41.000.000, este no fue anexado con el dictamen pericial, razón por la cual no puede ser valorado probatoriamente.

En cuanto a los cheques del Banco Industrial Colombiano, se observa que el beneficiario es la empresa Industrias Nhitan Ltda. pero fueron fechados el  15  y 31 de diciembre de 1998
, respectivamente. Además, no es legible  el nombre del girador.

Respecto del libro de inventarios y balance de Dimensional de Distribuciones Ltda
 y el libro diario resumido
, se encuentra que éstos no están respaldados con los comprobantes que los justifiquen, es decir, no se allegó el comprobante que registre el ingreso a Industrias Nhitan Ltda. de la inversión de la demandante.  

Solo en el Acta No. 5 del 31 de diciembre de 1998, protocolizada en la Escritura Pública No. 2864 de la misma fecha y mediante la cual se aprobó el aumento del capital social de la empresa Industrias Nhitan Ltda., se indicó que el capital social se encontraba pagado
. No obstante, esta afirmación se realiza en el año de 1998, sin que se tenga certeza de qué aportes se efectuaron en el año de 1997. 

En ese sentido, se encuentra que demostrado que no es procedente el descuento tributario solicitado por el contribuyente en el año de 1997, y por ende, es procedente que la Administración lo llevé como un mayor valor a pagar en la declaración de renta del año 2002.
Ahora bien, para establecer la procedencia de los descuentos tributarios declarados en el año de 1998, se deben tener en cuenta las modificaciones que realizó la Ley 383 de 1997:

 “ARTICULO 39. Modifica el  artículo 5º de la Ley 218 de 1995. Las empresas domiciliadas en el país que realicen durante los cinco años siguientes a 1994, inversiones de capital en efectivo en el patrimonio de las empresas determinadas en el artículo 2º del Decreto 1264 de 1994, podrán optar en el período gravable en el cual efectuó la inversión, por uno de los siguientes beneficios tributarios: 
a) Descontar del impuesto sobre la renta y complementarios a su cargo, el cuarenta por ciento (40%) del valor de las inversiones que haya efectuado en las empresas determinadas en el artículo 2º  del Decreto 1264 de 1994; 
b) Deducir de la renta el ciento quince por ciento (115%) del valor de las inversiones que haya efectuado en las empresas determinadas en el artículo 2º del Decreto 1264 de 1994. 
PARAGRAFO. Los beneficios aquí previstos son excluyentes. La solicitud concurrente o complementaria de los beneficios basada en el mismo hecho, ocasiona la pérdida de los dos beneficios solicitados, sin perjuicio de las sanciones por inexactitud a que haya lugar". 

ARTICULO 40. Las empresas determinadas en el artículo 2º del Decreto 1264 de 1994, receptoras de inversiones, deberán destinar la totalidad de los recursos de capital correspondientes a la inversión recibida, a la adquisición de planta, equipo, inventarios de materias primas y demás activos que se relacionen directamente con el desarrollo del objeto social, dentro de los doce (12) meses siguientes a la fecha en la cual los inversionistas hayan efectuado la inversión de capital. 
Cuando las condiciones técnicas y operativas de la empresa receptora de la inversión requieran la utilización de un término mayor al previsto en el inciso anterior, la Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales correspondiente podrá ampliarlo mediante acto motivado, teniendo en cuenta las circunstancias específicas demostradas por la empresa. En ningún caso, dicha ampliación podrá ser superior al período improductivo señalado por el reglamento. 
En el evento de que la empresa receptora de la inversión no destine la totalidad de la inversión recibida, en la forma y plazo previstos en el presente artículo, o el inversionista no conserve la inversión de capital que realice en el patrimonio de las empresas determinadas en el artículo 2º del Decreto 1264 de 1994, por lo menos durante cinco años, el inversionista deberá reintegrar en la declaración de renta correspondiente al año gravable en el cual se produzca el incumplimiento del destino de la inversión, el valor de los beneficios tributarios obtenidos en virtud de la Ley 218 de 1995 que corresponde a la parte no invertida, más los intereses moratorios por cada mes o fracción de mes calendario, calculados sobre dicho valor desde la fecha del vencimiento del plazo para declarar, correspondiente al año gravable en el cual se hizo uso del beneficio, aumentados estos últimos en un cincuenta por ciento (50%). 
PARAGRAFO. Para los efectos previstos en este artículo, el reintegro de los beneficios consistirá en su utilización como renta líquida por recuperación de deducciones, cuando ha sido tratada como deducción y como mayor valor del saldo a pagar o menor valor del saldo a favor, cuando ha sido tratada como descuento tributario”. 

Como se observa, la Ley 383 de 1997 estableció nuevos beneficios tributarios, por lo que el inversionista podía optar en el mismo período gravable en el cual efectuó la inversión, por i) el descuento tributario del 40% del valor de las inversiones, o ii) la deducción del 115% del valor de las inversiones.

Además, condicionó la procedencia de estos beneficios tributarios al cumplimiento de las obligaciones inherentes a la sociedad receptora, que consisten en la destinación de la inversión en la forma y plazos previstos en la norma. Y, reiteró que la inversión debía permanecer por el término de 5 años.

Conforme con lo anterior, para acceder al beneficio tributario en el año de 1998 la inversión debía cumplir con los requisitos de realidad, materialización y permanencia. 

En el sub examine, se observa que el Acta No. 05 del 31 de diciembre de 1998, protocolizada mediante Escritura Pública No. 2864 del 31 de diciembre de 1998
, aprobó el aumento de capital social de la empresa, para lo cual la sociedad Dimensional de Distribuciones Ltda. aceptó cancelar la suma de $160.000.000. Así mismo en el artículo 5º se indicó:

Artículo 5º. El capital de la sociedad totalmente pagado es la suma de Trecientos veinte millones de pesos  Mcte ($320.000.000), que se dividen en 320.000 cuotas de un valor nominal de un mil pesos cada una ($1.000.oo) el cual ha sido pagado en efectivo y se encuentra distribuido entre los socios de la siguiente forma:

Socio                                                         aportes                               porcentaje

Miguel Ángel Poveda Mesa                      25.000.000                                   7.81%

Lauro Roselly Sánchez Durán                  25.000.000                                   7.81%

Dimensional de Distribuciones Ltda  270.000.000                                  84.38%

Gran total                                                150.000.000                               100.00%

Si bien esta acta fue elevada a escritura pública, no se encuentra el soporte en el que conste el pago efectivo del aporte social. 

Con la certificación del Contador Público de la sociedad Industrias Nhitan Ltda. del 12 de agosto de 2003
, no se demuestra que la inversión fue real, toda vez que ésta no fue respaldada con los soportes externos e internos en los que conste el pago de esta inversión, así como tampoco el hecho de su permanencia.

Sostiene el demandante que la realidad de la inversión realizada en el año 1998, y su materialización, se encuentran demostradas con la importación de inventarios que realizó la empresa Industrias Nhitan Ltda. a fin de que fueran utilizados en la zona afectada. Para demostrar dicha afirmación aportó como prueba varias declaraciones de importación a nombre del importador Industrias Nhitan Ltda.
.

Estima la Sala que las mencionadas declaraciones demuestran la importación de la mercancía, pero no la utilización de esas mercancías para generar activos productivos, o por lo menos para cumplir con el objeto social de la nueva empresa. 

Aunado a lo anterior, se advierte que en respuesta al requerimiento ordinario No. 300632003000708
 del 29 de julio de 2003, la demandante afirma que las inversiones que efectuó en el año de 1998 se utilizaron por parte de Industrias Nhitan Ltda. para el pago de arrendamientos, gastos legales, seguros, servicios, impuestos, gastos de viaje, contribuciones, afiliaciones, gastos operaciones de administración, libros, suscripciones, periódicos, gastos de representación, elementos de aseo, y cafetería, útiles, papelería, fotocopias, combustibles y lubricantes, taxis, buses, casino y restaurante, parqueaderos, servicio de vigilancia, gastos varios, ajustes  por inflación, y gastos operacionales ventas, los cuales ascienden a un total de $213.661.314
, gastos que no guardan ninguna relación con la creación de activos productivos.

Si bien con la respuesta al Requerimiento Especial No. 900001 del 8 de febrero de 2005
, el contribuyente anexó diversas facturas
, también lo es que todas están a cargo de la empresa Industrias Nhitan Ltda., que no cumplió el objeto social para el cual fue constituida.

En este punto se reiteran los argumentos expuestos respecto al dictamen pericial y los documentos que fueron allegados con el mismo.

Así las cosas, se advierte que el demandante no demostró la materialización de la supuesta inversión, puesto que en el expediente no existe prueba de que estos bienes adquiridos hubieran sido utilizados por la empresa Industrias Nhitan Ltda. en la zona afectada por la calamidad pública en los Departamentos del Huila y Cauca, máxime cuando en el Acta de Verificación practicada por la DIAN el 18 de julio de 2002, se dejó constancia de que en el predio adquirido por esta sociedad, para su funcionamiento en el Municipio de Santander de Quilichao, no existía construcción, sólo el lote de terreno
.
Ahora bien, en cuanto al argumento del demandante, socia mayoritaria de la nueva y fallida empresa, en el que indica que el predio no pudo ser construido por cuanto no fue otorgada licencia ambiental, es de señalar que en el expediente está probada la falta de diligencia de la empresa Industrias Nhitan Ltda. para allegar los documentos que de manera reiterada e insistente desde el año de 1998 al 2002 le solicitó la Corporación Autónoma Regional del Cauca
.

Respecto de la aplicación del artículo 41
 de la Ley 383 de 1997, encuentra la Sala que no es procedente en el presente caso por cuanto los actos administrativos demandados no tienen por objeto la modificación de las declaraciones de renta de los años 1997 y 1998. 

En ese sentido, se encuentra que demostrado que no es procedente el descuento tributario solicitado por el contribuyente en el año de 1998, y por ende, es procedente que la Administración lo llevé como un mayor valor a pagar en la declaración de renta del año 2002.
3. Sanción por inexactitud

Para la demandada se debe declarar la procedencia de la sanción por inexactitud toda vez que el contribuyente incluyó descuentos tributarios improcedentes, conducta que se encuentra tipificada como inexacta en el artículo 647 del Estatuto Tributario. 
Según la demandante el reintegro de los beneficios tributarios no está contemplado como hecho constitutivo de inexactitud en el artículo 647 ibídem.

Esta norma establece:

ARTICULO 647. SANCIÓN POR INEXACTITUD. Constituye inexactitud sancionable en las declaraciones tributarias, la omisión de ingresos, de impuestos generados por las operaciones gravadas, de bienes o actuaciones susceptibles de gravamen, así como la inclusión de costos, deducciones, descuentos, exenciones, pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos, inexistentes, y, en general, la utilización en las declaraciones tributarias, o en los informes suministrados a las Oficinas de Impuestos, de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, de los cuales se derive un menor impuesto o saldo a pagar, o un mayor saldo a favor para el contribuyente o responsable. Igualmente, constituye inexactitud, el hecho de solicitar compensación o devolución, sobre sumas a favor que hubieren sido objeto de compensación o devolución anterior. 
La sanción por inexactitud será equivalente al ciento sesenta por ciento (160%) de la diferencia entre el saldo a pagar o saldo a favor, según el caso, determinado en la liquidación oficial, y el declarado por el contribuyente o responsable. Esta sanción no se aplicará sobre el mayor valor del anticipo que se genere al modificar el impuesto declarado por el contribuyente. 

Sin perjuicio de las sanciones de tipo penal vigentes, por no consignar los valores retenidos, constituye inexactitud de la declaración de retenciones en la fuente, el hecho de no incluir en la declaración la totalidad de retenciones que han debido efectuarse, o el efectuarlas y no declararlas, o el declararlas por un valor inferior. En estos casos la sanción por inexactitud será equivalente al ciento sesenta por ciento (160%) del valor de la retención no efectuada o no declarada. 
En el caso de las declaraciones de ingresos y patrimonio, la sanción por inexactitud será del veinte por ciento (20%), de los valores inexactos por las causales enunciadas en el inciso primero del presente artículo, aunque en dichos casos no exista impuesto a pagar. 
La sanción por inexactitud a que se refiere este artículo, se reducirá cuando se cumplan los supuestos y condiciones de los artículos 709 y 713. 
No se configura inexactitud, cuando el menor valor a pagar que resulte en las declaraciones tributarias, se derive de errores de apreciación o de diferencias de criterio entre las Oficinas de impuestos y el declarante, relativos a la interpretación del derecho aplicable, siempre que los hechos y cifras denunciados sean completos y verdaderos. 
PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 28 de la Ley 1393 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Las inconsistencias en la declaración del impuesto de renta y complementarios derivadas de la información a que hace referencia el parágrafo 1o del artículo 50 de la Ley 789 de 2002 sobre aportes a la seguridad social será sancionable a título de inexactitud, en los términos del presente Estatuto Tributario.

Como se observa el artículo 647 del Estatuto Tributario sanciona el hecho que en las declaraciones tributarias se omitan ingresos, se incluyan costos, deducciones, descuentos, exenciones, pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos inexistentes, que ocasionen un menor impuesto a pagar o un mayor saldo a favor, y en general, la utilización de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, de los cuales se derive un menor impuesto o un mayor saldo a favor.
Teniendo en cuenta que el demandante no demostró que los descuentos tributarios solicitados en la suma de $78.840.000 y $64.000.000 cumplían con los requisitos establecidos en Ley 218 de 1995, el Decreto 2422 de 1996 y la Ley 383 de 1997, respectivamente, resulta procedente la imposición de la sanción por la inclusión en las declaraciones tributarias de descuentos inexistentes, que derivaron en un menor saldo a pagar. 

Aunado a lo anterior el inciso 2º
 del artículo 11 de la Ley 218 de 1995 y el parágrafo 3º
 del artículo 9º del Decreto 2422 de 1996, normas especiales que regulan los descuentos tributarios solicitados por el contribuyente, establecen que la falta de cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención del beneficio genera su pérdida y reintegro, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar, por lo que la Administración se encuentra facultada para que además del desconocimiento de estos beneficios pueda imponer la correspondiente sanción por inexactitud.

Para la Sala, es claro que no se presentó diferencia de criterios en relación con la interpretación del derecho aplicable, porque como se observó las pretensiones del demandante se despacharon desfavorablemente, entre otras cosas, por la falta de prueba de las inversiones que dieron lugar a los descuentos tributarios.
La Doctrina Judicial reciente de la Sala ha tenido por criterio que la falta de prueba sobre la realidad y procedencia de las partidas declaradas no es motivo para no aplicar la sanción por inexactitud:
“En efecto, en sentencia del 28 de junio de 2010, la Sala consideró que la falta de prueba sobre la realización de los costos, significaba la inclusión en la declaración de costos inexistentes que daban lugar a un menor impuesto a pagar, conducta que era sancionable en virtud del artículo 647 del Estatuto Tributario
.

Así mismo, mediante sentencia del 19 de agosto de 2010, la Sala señaló que generaba la sanción por inexactitud la conducta del contribuyente de incluir en la declaración, como deducciones, partidas frente a las cuales no se demostró su realidad y procedencia, que afectaron la base gravable y dieron lugar a un menor impuesto a cargo. En esa oportunidad advirtió que no era necesario que la Administración estableciera que los gastos fueron irreales, pues lo cierto era que fueron solicitados como deducción, sin demostrar su procedencia; máxime cuando correspondía al contribuyente desvirtuar la presunción de legalidad de los actos administrativos
.

Posteriormente, en el caso fallado en la sentencia del 14 de octubre de 2010, la Sala estableció que ni en sede administrativa ni judicial la sociedad demandante había logrado respaldar contablemente la existencia de un pasivo registrado en la cuenta PUC 2355, no obstante el requerimiento de la DIAN. Que en ese contexto, se concluía que, de conformidad con el artículo 647 del E.T.,  era procedente la sanción por inexactitud impuesta por la DIAN, por haberse incluido en la declaración pasivos inexistentes
.

La anterior posición jurisprudencial guarda correspondencia con la sentencia C-571 de 2010 por medio de la cual, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad de la expresión “datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurado”’ contenida en el artículo 647 del Estatuto Tributario, sobre la cual señaló:
“Las expresiones ‘falsos, equivocados, incompletos o desfigurados’ no tienen, prima facie, ninguna complejidad especial o particular… En el contexto de derecho tributario hacen referencia a situaciones en las que la información otorgada por los contribuyentes a la administración de impuestos, relacionada con su actividad económica, no coincide con la realidad, es decir cuando se da una información contraria a la realidad, que no la refleja completamente, o que la altera”
.  

En efecto, a juicio de la Sala, para que una partida declarada se tenga como real y verdadera, como regla general, debe probarse la realización de la misma, que existe, que fue efectuada. Es decir, requiere de una actividad probatoria suficiente y adecuada sobre la existencia de esos hechos que originan la partida. Para la Sala la sanción por inexactitud no tiene como condición que se evidencie una conducta evasiva o fraudulenta por parte del contribuyente, pero si se requiere que los datos declarados sean reales
.
En ese sentido, al no haberse comprobado que la interpretación de las normas lo haya inducido a apreciarlas de manera errónea, se mantendrá la sanción por inexactitud impuesta en los actos acusados.  

En consecuencia, los actos administrativos demandados se encuentran ajustados a derecho, razón por la cual se revocará la decisión apelada.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

REVOCAR la sentencia del 11 de marzo de 2010 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “B”. En su lugar:

DENIEGÁNSE las súplicas de la demanda.

RECONÓCESE personería jurídica para actuar en nombre de la parte demandada a la doctora María Helena Caviedes Camargo, de conformidad con el poder que obra al folio 349 del expediente.

Cópiese, notifíquese, cúmplase  y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 
La anterior providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Presidente 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO
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PARÁGRAFO.  Para los efectos establecidos en esta Ley, se entiende por instalación de nueva empresa aquel la que se constituya dentro de los cinco (5) años posteriores a la promulgación de la presente Ley, para lo cual el empresario deberá manifestar ante la Administración de Impuestos respectiva, la intención de establecerse en la zona afectada, indicando el capital, lugar de ubicación y demás requisitos que mediante reglamento, establezca la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 


� Fl 124-125 c.a.


� Fl 134-139 c.a.


� Fl 74 c.a.


� Fl 126-132 c.a 


� Fl 73 c.a.


� Fl 142-143 c.a


� Fl 168-177 c.a.


� Fl  260 y 204-214 c.a.


� Cuaderno anexo


� Fl 60 c. dictamen pericial


� Fl 52-59 c. dictamen pericial


� Fl 65-85, y 214-337c. dictamen pericial


� Fl 87-172 y 185-212  c. dictamen pericial


� Artículo 5º del Acta No. 5 del 31 de diciembre de 1998. Fl 85 c.p.


� Fl 80-83 c.p.


� Fl 74 c.a.


� Fls 75-122 c.a.


� Fl 730 c.a.


� Fls 142-143 c.a


� Fl 168-177 c.a.


� Fl 204-214 c.a.


� Fl 4-6 c.a.


� Fl 224 y 230 c.a.


� ARTICULO 41. Cuando la Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales determine que las empresas señaladas en el artículo 2º del Decreto 1264 de 1994, receptoras de inversión, no hayan destinado la totalidad de la inversión recibida, en la forma y plazo previstos en el artículo anterior, el término de revisión de la declaración de renta presentada por el inversionista por el año gravable en el cual se hizo uso del beneficio tributario por concepto de la inversión, será de tres (3) años. 





� Cuando se instituyan empresas, sociedades o establecimientos con el ánimo de usarlas fraudulentamente para obtener los beneficios ordenados por este Decreto; o aparenten estar ubicadas en las áreas afectadas con el fin de evadir el pago de impuestos; o simulen operaciones para lograr indebidas exenciones, la Administración de Impuestos y Aduanas respectiva desconocerá las rentas exentas solicitadas, los costos y deducciones fingidas e impondrá as sanciones a que haya lugar. 


� PARÁGRAFO 3o. Las inversiones que se realicen deben conservarse por un termino de cinco (5) años. El contribuyente que no conserve su inversión por el término previsto en este parágrafo, deberá reintegrar en el año del incumplimiento los beneficios obtenidos en desarrollo de la Ley 218 de 1995, sin perjuicio de las sanciones consagradas en el "Estatuto Tributario".


� Exp. 16791. C.P. Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez.


� Exp. 16988, C.P. Dr. William Giraldo Giraldo


� Exp. 17042. C.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas


� Sentencia C-571 del 14 de julio de 2010. M.P. María Victoria Calle Correa


� Sentencia del 5 de mayo de 2011, C.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, exp.17306.





